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DICTAMEN AFIRMATIVO DE MAYORÍA 
 
 

Los suscritos Diputados y Diputadas, integrantes de la Comisión Permanente Ordinaria 
de Asuntos Económicos, presentamos el siguiente Dictamen Afirmativo de Mayoría sobre 
el proyecto; LEY DE PROTECCIÓN DE LA PERSONA TRABAJADORA PARA 
PLATAFORMAS DIGITALES DE SERVICIOS DE REPARTO, (Originalmente 
denominado: LEY DE PROTECCIÓN DE LA PERSONA TRABAJADORA DE 
PLATAFORMAS DIGITALES DE SERVICIOS, MEDIANTE ADICIÓN DE UN NUEVO 
CAPÍTULO XII AL TÍTULO II DEL CÓDIGO DE TRABAJO, LEY N.° 2, DE 27 DE 
AGOSTO DE 1943,  Y SUS REFORMAS) Expediente N° 21567, iniciativa de la Diputada 
Paola Vega, publicado en La Gaceta N° 171, Alcance N° 200, del 11 de setiembre de 
2019, con base en las siguientes consideraciones: 
 
I) RESUMEN DEL PROYECTO 
 
El proyecto de ley busca crear una legislación especial para regular las relaciones 
laborales entre las Plataformas Digitales de Servicios de Reparto y sus colaboradores. 
De esta manera. El objetivo principal es garantizar un marco de seguridad social y jurídica 
para las personas que laboran para plataformas digitales de servicios de reparto. 
 
De acuerdo con la diputada proponente, y recordando que en la actualidad dicho sector 
no cuenta con ningún tipo de garantía jurídica ni social, pues las condiciones actuales 
son de informalidad; se presenta una oportunidad legislativa para reconocer a este sector 
para generar condiciones adecuadas que permitan formalizar su trabajo. 
 
II) TRÁMITE LEGISLATIVO 
 
El 29 de agosto del 2019, se presenta el proyecto de ley. 
El 11 de septiembre del 2019, se publica en el Alcance 200 de La Gaceta N° 171. 
El 30 de septiembre del 2019, ingresa al orden del día de la Comisión Permanente 
Ordinaria de Asuntos Sociales. 
El 14 de octubre del 2019, ingresa al orden del día de la Comisión Permanente Ordinaria 
de Asuntos Económicos. 
El 29 de octubre del 2020, mediante oficio AL-DEST-CO-390-2019, el Departamento de 
Estudios, Referencias y Servicios Técnicos señala lo relativo a las consultas obligatorias. 
En la sesión ordinaria N°13 de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos 
ECONÓMICOS, celebrada el 8 de agosto del 2020, se aprobó un Informe de 
Subcomisión Afirmativo de Mayoría que recomienda un texto sustitutivo y su dictamen 
afirmativo. 
En la sesión ordinaria N°17 del 29 de septiembre del 2020 se envía el texto sustitutivo 
aprobado a publicar en el Diario Oficial La Gaceta. 
El Departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos rinde un informe AL-
DEST-INN-067-2020, publicado el 20 de octubre de 2020. 
En la sesión ordinaria N°19 del 3 de noviembre de 2020, se dictamina el proyecto 
afirmativamente. 
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III)  PROCESO DE CONSULTA DEL TEXTO BASE 
 
En la sesión ordinaria n°29 de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Sociales, 
celebrada el 8 de octubre del 2019, se aprobó una moción para consultar a las siguientes 
instituciones: 
 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Hacienda 
Ministerio de Planificación Económica y Política Económica 
Defensoría de los Habitantes 
Caja Costarricense del Seguro Social 
Instituto Nacional de Seguros 
Ministerio de Salud 
Contraloría General de la República 
Procuraduría General de la República 
Universidades Públicas 
Instituto Nacional de Aprendizaje 
Ministerio de Ciencia y Tecnología 
Ministerio de Comercio Exterior 
Ministerio de Economía, Industria y Comercio 
Organización Internacional del Trabajo 
Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica 
Corte Suprema de Justicia 
Cámara de Exportadores de Costa Rica 
Confederación de Trabajadores Rerum Novarum 

  
El siguiente cuadro resume los criterios de conformidad con lo establecido en el 
Reglamento de la Asamblea Legislativa: 
 

Institución Oficio Contenido 

Ministerio de 
Planificación y 
Política 
Económica 

DM-1600-2019 del 21 
de octubre del 2019. 

Conclusiones: 
  
“2-Sobre los argumentos laboralistas 
expuestos en la exposición de motivos, es 
preciso aclarar que el proyecto de ley 
admite un posible tratamiento civil 
(derecho privado) además del laboral 
sobre las relaciones con las personas 
colaboradoras de plataformas digitales de 
servicios que aparece sin mayor 
tratamiento legal. 
  
3.-La dualidad de alternativas que 
propone el proyecto (régimen civil vs. 
régimen laboral) podría ser eventualmente 
aprovechado por la   parte empresarial 
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que utilizará como ventaja el tratamiento 
civil y lo impondrá como requisito para la 
contratación del colaborador.” 

Instituto 
Nacional de 
Seguros 

PE-00545-2019 del 18 
de octubre del 2019 

“Al respecto consideramos de suma 
importancia que esa Asamblea discuta el 
tema de la existencia o no de relaciones 
laborales en las empresas de plataformas 
digitales, para así dotar de seguridad 
jurídica definitiva en ese aspecto al sector 
de servicio referido, al resto de 
involucrados en la actividad, y en las 
entidades estatales para las que tal 
determinación puede tener relevancia en 
virtud de sus competencias” 

Ministerio de 
Economía, 
Industria y 
Comercio 

DM-OF-484-19 del 25 
de octubre del 2019 

“Es importante destacar que este tema 
debe ser analizado desde diferentes 
aristas y principalmente con el ente rector 
en materia laboral, ya que el modelo de 
negocio por medio de plataformas 
digitales es diferente y disruptivo, es decir, 
rompe con lo tradicional y se deben 
considerar las nuevas tendencias 
mundiales, por el impacto que estas tienen 
en la economía. Lo anterior respetando la 
legislación laboral y valorando si esta 
requiere otros ajustes.” 

La Defensoría 
de los 
Habitantes 

DH-CGA-DAL-0890-
2019 del 28 de octubre 
del 2019 

Debemos recordar que el derecho al 
trabajo es esencial para el ser humano, el 
cual tiene una connotación directa sobre 
su dignidad, sus demás derechos y el libre 
desarrollo de su personalidad; le define 
como parte de una sociedad y le brinda el 
sustento para tener una calidad de vida 
digna; por eso significa más que la simple 
prestación de un servicio, pues pasa a ser 
un componente esencial y fundamental en 
la vida de cada persona. Es por esto que 
el Estado debe garantizar equidad en las 
relaciones de trabajo y el respeto de los 
derechos laborales, adecuando la 
normativa existente para que responda a 
las nuevas formas de trabajo, procurando 
que no queden espacios o vacíos para el 
menoscabo de los derechos laborales. 
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Recientemente, la OIT publicó un estudio 
denominado “Sobre las plataformas 
digitales y el futuro del trabajo. Cómo 
fomentar el trabajo decente en el mundo 
digital”1; precisamente porque se 
reconoce la urgencia de regular la materia 
y que la ausencia de legislación adecuada 
implica un perjuicio para los derechos de 
las y los trabajadores. 
  
El estudio señala la existencia de dos tipos 
de plataforma: las plataformas en línea, 
donde el trabajo se terceriza a través de 
una convocatoria abierta a una población 
geográficamente dispersa y; aquellas 
donde se trabaja a través de aplicaciones 
móviles, en zonas geográficas 
específicas. En ambos casos nos 
encontramos ante modalidades laborales 
con la particularidad de que una 
herramienta digital hace el papel de 
intermediario entre la figura del patrono y 
el trabajador, lo que implica un cambio en 
algunas de las características básicas de 
la relación laboral. 
  
…no solamente se trata de la afectación 
que sufren las y los trabajadores por no 
contar con la protección de la seguridad 
social, sino lo que a futuro puede implicar 
para el Estado, en términos de costos, el 
que este amplio grupo de personas 
trabajadoras no haya cotizado para una 
pensión ni para un sistema de salud, lo 
cual se transfiere a cargas sociales para el 
Estado. 
  
Se insiste en que, es urgente que el país 
regule las condiciones del trabajo a través 
de las plataformas digitales para dar 
garantías a las personas trabajadoras de 
estas plataformas digitales, dado que al 
día de hoy se encuentran fuera de la 
protección que otorga la seguridad social 
y su derecho al recibir prestaciones 
médicas y económicas en caso de 
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enfermedad y riesgos de trabajo, así como 
poder cotizar para una futura pensión. 
Caso contrario, el país estaría 
contribuyendo a la precarización del 
trabajo, a la pobreza de la población y a la 
construcción de una sociedad cada día 
más desigual, donde no todos tienen 
acceso a los mismos derechos laborales. 
  
Conclusión. En virtud de lo expuesto en 
los párrafos anteriores, la Defensoría de 
los Habitantes de Costa Rica se permite 
expresar su conformidad parcial con 
respecto al texto consultado, por lo que 
respetuosamente se sugiere a los y las 
señoras diputadas considerar las 
modificaciones propuestas. 

Facultad de 
Derecho de la 
Universidad de 
Costa Rica 

FD-3443-2019 del 28 
de octubre del 2019 

Conclusiones: 
  
Del estudio que se realizó del proyecto, se 
concluye que la reforma propuesta es 
importante y necesaria por las razones 
esbozadas, sin embargo, se deben tomar 
en cuenta las siguientes observaciones:  

a. En términos generales resulta necesario 
contextualizar que incluso a nivel 
internacional existe confusión respecto a 
la clasificación de estas plataformas 
proveedoras de servicios. Algunas de 
ellas si podrían incluirse dentro de los 
parámetros que explican la economía 
colaborativa. Aunado a ello, este es un 
fenómeno en crecimiento por lo que las 
regulaciones al respecto deben ser las 
más amplias posibles. 

b. Sobre el artículo 134: la redacción de este 
artículo debe revisarse pues inicia con una 
salvedad. Por lo que se sugiere que se 
modifique la redacción de dicho artículo. 
  

c. Además, se debe agregar, que por 
mandato constitucional según el artículo 
74 de nuestra Constitución Política, así 
como el artículo 11, se debe respetar la 
irrenunciabilidad de los derechos 
laborales. 
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d. Sobre el artículo 135: se considera que la 

redacción no es clara. Se puede 
interpretar que lo que se pretende es 
definir la formalización de este tipo de 
contrato de trabajo entre las partes. Sin 
embargo, los actuales artículos 22, 23, 24 
del Código de Trabajo regulan las formas 
de celebración del contrato de trabajo, así 
como su contenido mínimo. 
  

e.  Sobre el artículo 136: A través del texto 
propuesto se busca reforzar la 
universalización de la seguridad social y la 
salud ocupacional, así como los riesgos 
del trabajo. Lo cual es muy positivo y 
necesario ante el avance de estos nuevos 
modelos productivos. 

Ministerio de 
Ciencia, 
Tecnología y 
Telecomunicaci
ones 

MICITT-DCNT-INF-
044-2019 del 30 de 
octubre del 2019 

Recomendaciones 
1. Mejorar la redacción del título de la 

propuesta para que se lea así: “Capítulo 
Duodécimo (XII). Del trabajo de las 
personas colaboradoras de las 
plataformas de servicios digitales”, al 
amparo del principio de conexidad y 
legalidad. 

2. Introducir la definición del término técnico 
de “plataformas de servicios digitales”. 

3. Considerar que cualquier regulación que 
incluya cualquier tipo de derechos que se 
relacionen con temas de servicios de 
información debe estarse a lo dispuesto 
en el Capítulo 13 artículo 13.17 del 
CAFTA. 

4. Reconocer los derechos de los 
trabajadores en las plataformas digitales 
de servicios, según la integralidad de la 
normativa vigente en materia laboral con 
el objeto de evitar duplicidad de normas 
y/o violación de derechos laborales, 
constitucionales e internacionales en 
materia laboral por contradicción de la 
normativa. 

5. Reconocer que, en la realidad laboral 
actual, cualquier vínculo laboral que se 
cree con las personas colaboradoras de 
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las plataformas de servicios digitales 
deberá ser resuelto y regulado por la 
legislación nacional vigente, con el objeto 
de no violentar los principios de seguridad 
jurídica y proteger el derecho 
constitucional al trabajo. 

Ministerio de 
Salud 

MS-DM-GA-6213-2019 
del 29 de octubre del 
2019 

“Dicho proyecto de Ley propone ampliar la 
lista de contratos de trabajo reconocidos 
por normativa escrita de rango legal, 
específicamente para las personas que 
“laboran” para plataformas en Costa Rica 
que ofrecen sus prestaciones comerciales 
al público consumidor mediante una 
infraestructura digital para la realización 
de los servicios ofertados. Sobre lo 
anterior resulta innecesaria una 
especificación de todas las posibles 
variantes en la contratación que se 
puedan originar, ya este tema está 
regulado dentro de un marco general, por 
lo tanto, es redundante incorporarlo en 
una norma específica. Pero analizando el 
fondo del proyecto de Ley, lo que se 
pretende es conceptualizar a cierto grupo 
de personas que efectúan algún tipo de 
servicio dentro de alguna de las 
plataformas digitales que suministran 
prestaciones comerciales comunicando al 
solicitante con un sujeto que ejecuta la 
acción del servicio. La doctrina, la norma y 
la jurisprudencia han determinado los 
elementos básicos necesario para que se 
cree una relación laboral, los cuales son  
el carácter personal y voluntario del 
trabajo prestado, la dependencia o 
subordinación, la ajenidad y la 
remuneración, bajo estos preceptos debe 
orientarse la determinación de si existe un 
vínculo laboral o no.” 

Ministerio de 
Trabajo y 
Seguridad 
Social 

MTSS-DMT-OF-1711-
2019 del 13 de 
noviembre de 2019  

IV- Reflexión de Conveniencia y 
Oportunidad.  
  
Las nuevas formas de prestación de 
servicios como las que se desarrollan 
desde plataformas digitales están 
cambiando el mundo, la forma en que 
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vivimos y, por supuesto, el modo en que 
trabajamos.  
  
Y ante esto, surge la duda de si la 
normativa vigente resulta aplicable en este 
nuevo escenario o si se requiere 
modificarla en algún sentido para 
adaptarlo a estas condiciones, lo anterior, 
ante un panorama donde la subordinación 
y dependencia, como criterios 
tradicionales que separan el trabajo en 
subordinado del independiente, no cubren 
a las nuevas formas de trabajo. 
  
En cuanto a las posibilidades de una 
respuesta cierta con miras al futuro, la 
doctrina y la jurisprudencia internacional 
no son uniformes en sus propuestas a 
nivel nacional tampoco contamos con una 
línea jurisprudencial clara que permita 
dilucidar el camino a seguir. La realidad es 
que las modalidades de empleo van a 
seguir cambiando en la medida que 
aparezcan nuevos desarrollos 
tecnológicos que generen plataformas 
para que los usuarios intercambien bienes 
y servicios, modalidades que dependerán 
de cada caso particular. 

Instituto 
Nacional de las 
Mujeres 

INAMU-PE-0733-12-
2019 del 05 de 
diciembre del 2019 

“Diversos estudios han planteado la 
necesidad de regular estas nuevas formas 
de trabajo, donde el gran nudo surge en 
establecer si se trata de prestación de 
servicios de personas trabajadoras, 
independientes o bien, si estamos frente a 
una relación de empleo. 
  
Ante la preocupación de brindar a quienes 
se dedican a ello garantías, derechos y 
beneficios laborales y evitar que empresas 
grandes se aprovechen de sus 
colaboradores, tampoco debe perderse de 
vista que en algunos casos y por las 
características del servicio prestado, 
puede tratarse efectivamente de un 
trabajador independiente prestando un 
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servicio en una plataforma donde no se da 
una relación laboral por estricto sentido. 
  
De manera que, para el caso de algunas 
plataformas no solo existe un contrato 
bilateral, sino aplica una pluralidad de 
protagonistas que se encuentran 
alrededor de una herramienta que le 
permite a cada uno satisfacer sus 
intereses como es “el interés del 
establecimiento de comercio de vender; el 
interés del usuario de comprar; el de la 
plataforma de facilitar la interacción entre 
la persona vendedora y la persona 
compradora y, finalmente, el interés de la 
persona que está dispuesta a contactar la 
oferta y la demanda para ganarse una 
suma de dinero por esta labor”. 
  
Por lo anterior, creemos que no resulta 
apropiado ni conveniente invocar el 
principio de contrato realidad cuando 
estamos ante una modalidad de trabajo 
compleja donde se satisfacen intereses de 
varias partes como es la persona que 
ofrece el servicio, el cliente y la plataforma 
que permite que se brinde el servicio, pero 
sobre todo, donde las condiciones para la 
prestación del servicio varían de una 
plataforma a otra. 

Consejo 
Universitario de 
la Universidad 
de Costa Rica– 
Comunicado R-

109-2020 

Criterio de la Escuela 
de Ciencias de la 
Computación e 
Informática (ECCCI-
734-2019 del 17 de 
diciembre del 2019) 

“(…) Se comparte la preocupación 
respecto a la precariedad de la relación 
entre repartidores y plataformas digitales, 
por lo cual la propuesta legal tiene sentido. 
Sin embargo, el artículo 134 deja un 
portillo abierto que puede hacer que las 
plataformas obliguen a sus colaboradores 
a asegurarse como personas trabajadoras 
independientes ante la seguridad social.  
Este proyecto enfrentará, sin lugar a 
dudas, una gran resistencia de parte de 
las plataformas digitales, puesto que 
implica un aumento de costos, no solo en 
cuanto a pago de prestaciones, sino 
también en la organización interna 
necesaria para realizar las labores 
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necesarias para cumplir con la legislación 
laboral nacional.” 

 Centro de Informática 
(CI-42-2020, del 15 de 
enero 2020) 

“(…) Muchas plataformas digitales 
utilizadas en Costa Rica pueden estar o no 
domiciliadas fuera del país, al ser 
transfronterizas, y en este contexto no 
está contemplado en el proyecto de ley, lo 
cual deja por fuera a tanto a clientes 
solicitantes como a posibles 
colaboradores de las plataformas de 
Costa Rica (…)” 

 Acuerdo: “Comunicar a la Asamblea Legislativa, por 
medio de la Comisión Permanente 
Ordinaria de Asuntos Sociales, que la 
Universidad de Costa Rica recomienda no 
aprobar el Proyecto, Expediente 21567 
hasta tanto no se contemple lo expuesto 
por la Escuela de Ciencias de la 
Computación y la Informática en el oficio 
ECCCI-734-2019, relacionado con excluir 
del artículo 134 la condición de que la 
persona trabajadora independiente ante la 
seguridad social del Estado y que se 
presuma la existencia de una relación 
laboral.” 

 
IV) PROCESO DE CONSULTA DEL TEXTO SUSTITUTIVO 
 
En la sesión ordinaria N°13, de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos 
Económicos, celebrada el 8 de agosto del 2020, se aprobó una moción para consultar a 
las siguientes instituciones: 
 

Ministerio de Economía, Industria y Comercio  
MEIC Ministerio de Hacienda Ministerio de Planificación Nacional y Política 
Económica — MIDEPLAN 
Defensoría de los Habitantes  
Caja Costarricense del Seguro Social  
Instituto Nacional de Seguros  
Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica  
Ministerio de Ciencia y Tecnología Instituto de Investigaciones Sociales de la 
Universidad de Costa Rica  
Observatorio Económico y Social de la Escuela de Economía de la Universidad 
Nacional  
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social  
Fundación Friedrich Ebert Stiftung (FES)  
Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales (ICEFI) 
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Instituto Nacional de la Mujer (INAMU)  
UBER  
Glovo  
Rappi Costa Rica  
Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano 

 
En la sesión ordinaria N° 14 de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos 
Económicos, celebrada el 15 de setiembre del 2020, se aprobó la moción N° 03-14 para 
consultar el expediente a las siguientes instancias: 
 

Asociación de Consumidores de Costa Rica 
Asociación de Consumidores Libres  
Asociación Pro Derechos de Consumidores, Contribuyentes Asegurados, 
Administrados y propietarios (APRODECAP) 
Cámara de Comercio 

 
El siguiente cuadro resume los criterios de conformidad con lo establecido en el 
Reglamento de la Asamblea Legislativa: 
 

Institución Oficio Criterio 

MINISTERIO 
DE CIENCIA Y 
TECNOLOGÍA 

MICITT-DM-
OF-939-2020 

• El texto propuesto pretende regular este tipo de 
trabajo, pero obviando que en el país no hay 
regulaciones para el uso de ciertas plataformas 
digitales. Entonces, intenta resolver la 
problemática, pero lo hace parcialmente, porque 
no solo no considera al consumidor, sino que no 
distingue entre las situaciones que actualmente 
se observan en el país en relación con el uso de 
plataformas digitales para brindar servicios 
ofertados. 

• Vemos que el proyecto de ley incluye la posibilidad 
del contratista de velar por el adecuado 
desempeño del trabajo de la persona 
colaboradora. ¿Qué sucede si no lo cumple? 
¿Quién tiene potestad sancionadora? ¿Qué 
sucede al desvincular a una persona trabajadora 
de brindar sus servicios a través de esta 
plataforma? ¿Puede la persona desvinculada 
reclamar preaviso, cesantía, etc.? Ante una acción 
delictiva o daños al consumidor, ¿quién o quiénes 
asume (n) la responsabilidad civil? 

• Dado lo anterior sugerimos que en el proyecto 
primero se determine la naturaleza de este tipo de 
trabajo, luego se establezca quién es considerado 
el patrono y cuáles son las responsabilidades de 
las empresas que subcontratan estas plataformas 
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para repartir sus productos; además debe 
definirse que será mediante un contrato escrito de 
trabajo, que cumpla con lo establecido en el 
Código de Trabajo y las leyes conexas. 

ASOCIACIÓN 
PRO 

DERECHOS DE 
CONSUMIDOR

ES, 
CONTRIBUYEN

TES, 
ASEGURADOS, 
ADMINISTRAD

OS Y 
PROPIETARIO

S 
(APRODECAP) 

 • Consideran que la intención del proyecto es 
contraria a la libertad de comercio y tendrá efectos 
contraproducentes en el corto plazo, provocando 
un incremento significativo en el desempleo.  

• Los artículos 1, 2 y 3 del respectivo proyecto de 
ley crean definiciones confusas debido a que 
están mal redactadas, por ende, no se adecuan a 
lo planteado en el resto del texto. 

• Con respecto, al artículo 4 de este proyecto de ley 
desafían la legislación vigente a los derechos y 
obligaciones de los trabajadores independientes. 

• A su vez, las consideraciones que realiza 
APRODECAP con el inciso a) del artículo 4 son: 

➢ ‘Este artículo es contrario al Código de Comercio, 
que en su artículo 323 ya regula como aquellas 
personas que se obligan a transportar “cosas o 
noticias de un lugar a otro a cambio de un precio” 
y a las empresas privadas que realizan esta 
actividad como aquellas que “prestan esos 
servicios en forma discrecional, bajo condiciones y 
por ajustes convencionales”’. 
 
Por lo cual, resaltan que están ante un contrato de 
naturaleza mercantil, no laboral, por lo tanto, creen 
que es imposible que existan jornadas laborales 
en el mismo a menos que se pretenda crear 
confusión. 

➢ En el inciso b) al ser un contrato de naturaleza 
mercantil, la remuneración y las formas de pago 
quedan a voluntad de las partes y están sujetas al 
artículo 329 del Código de Comercio, el cual en su 
inciso f) indica que el contrato (verbal o escrito) 
debe incluir: “Precio de transporte, indicando si 
está ya pagado total o parcialmente”. 

➢ Para el inciso c) y el inciso d) al ser este un 
contrato de naturaleza mercantil regulado por el 
Código de Comercio, no existe razón alguna para 
que una de las partes tenga obligación sobre la 
otra de girarle instrucciones directas de cómo 
hacer sus tareas (las partes únicamente están 
obligadas a convenir lugar de destino, plazos de 
entrega y precio). 
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➢ Para finalizar, en el inciso e) la normativa viola el 
artículo 3 de la Ley Constitutiva de la CCSS y sus 
reglamentaciones, debido a que para la Junta 
Directiva de la CCSS es una obligación personal 
de los trabajadores independientes inscribirse 
ante esta entidad, por lo que, le resulta 
contradictorio. 
Al mismo tiempo, el artículo 3 de la Ley 
Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro 
Social indica que: “Los trabajadores 
independientes estarán exentos de pago de la 
cuota patronal”, por lo tanto, las plataformas no 
tienen obligación legal de asumir ninguna cuota a 
la CCSS. 

• En lo que concierne con los artículos 5 y 6 del 
proyecto de ley generan sobrerregulación 
innecesaria en cuanto a las obligaciones 
tributarias y de acceso a datos de las plataformas 
de reparto que ya están reguladas en otras leyes 
(así como en la visión efectiva). 
Por los anterior descrito, recomiendan que se 
archive este proyecto de ley. 

UBER San José, 07 
de octubre 
2020 

• Consideran que la regulación debe respetar el 
modelo de negocio, sin que ello signifique un 
desentendimiento completo de las plataformas 
ante la situación de informalidad y exclusión de la 
seguridad social que viven algunos socios-
repartidores, por lo que, realizan sugerencias para 
el texto, las cuales son: 

• Eliminar barreras para la inscripción de los 
Trabajadores Independientes ante la Caja 
Costarricense del Seguro Social, por lo que, creen 
indispensable que a este proyecto de ley se le 
agregue un artículo que obligue a la CCSS a 
aceptar la declaración jurada y el formulario de 
afiliación como requisitos únicos para emitir el 
aseguramiento de trabajadores independientes 
que prestan sus servicios mediante plataformas 
digitales. 

• Con respecto a la verificación de la inscripción de 
los socios-repartidores como Trabajadores 
Independientes ante la Caja Costarricense del 
Seguro Social, creen conveniente el que se 
adecue el texto para que se garanticen los 
principios constitucionales de libertar de empresa 
en Costa Rica y que no se desnaturalice el 
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contrato de porteo, el cual goza de naturaleza 
mercantil y está debidamente regulado en el 
Código de Comercio. 
Por lo tanto, reiteran que la plataforma de reparto 
puede tener la obligación de verificar la condición 
de aseguramiento del 100% de sus proveedores, 
pero no le corresponde asegurarlos directamente. 

• La garantía de libertad y flexibilidad de tiempos de 
conexión, recalcan que llamar esos tiempos de 
conexión, una jornada laboral es incorrecto debido 
a que se desnaturaliza el contrato de porteo y 
genera una percepción incorrecta sobre la libertad 
de conexión de las personas trabajadoras 
independientes. 

• Para el apartado de “Definiciones” sugieren 
modificar el apartado para que el alcance de la ley 
capture a todas las plataformas digitales de 
servicios de reparto, es decir a las sociedades o 
empresas, figuras o entidades jurídicas, 
constituidas en Costa Rica o en el extranjero, que 
ofrecen sus prestaciones comerciales al público. 
El contratista por definición comercial sería el 
trabajador independiente, no la plataforma. 

• A su vez, consideran prudente eliminar dentro de 
las mismas que las plataformas tienen la facultad 
de controlar a través de un algoritmo, ya que no es 
el caso de todas las plataformas. Por otra parte, se 
debe modificar las definiciones de persona 
trabajadora de servicios de reparto para dar total 
certeza que se trata de trabajo independiente y 
autónomo. 
Por consiguiente, presentan propuestas para 
modificar el fraseo en los artículos, los cuales son 
los siguientes: 

• ARTÍCULO 1 – Objeto 
La presente ley tiene como objeto promover, 
regular, flexibilizar y formalizar las condiciones de 
los servicios independientes prestados a través de 
plataformas tecnológicas para garantizar el 
derecho a la seguridad social a las personas 
trabajadoras independientes, a través de las 
garantías sociales y jurídicas que el Estado 
provee. 

• ARTÍCULO 2 - Ámbito de aplicación 
Las disposiciones de la presente ley y su 
reglamento aplicarán al Estado y demás entes 
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públicos competentes a los efectos de regular la 
actividad de los sujetos destinatarios y así 
garantizar la seguridad social de las personas 
trabajadoras independientes a través de 
plataformas digitales de servicios. 

• ARTÍCULO 3 - Definiciones 
Para los efectos de la presente ley se entiende lo 
siguiente: 
Servicios de reparto: actividad lucrativa de 
intermediación entre dos o más partes que tiene 
por finalidad entregar bienes u otros a domicilio. 
Plataformas digitales de servicios de reparto o 
intermediarias: son las sociedades o empresas, 
figuras o entidades jurídicas, constituidas en Costa 
Rica o en el extranjero, que ofrecen sus 
prestaciones comerciales al público mediante una 
infraestructura digital cuyo propósito sea organizar 
y controlar, por medio de algoritmos, la realización 
de sus servicios ofertados, conectando a los 
clientes solicitantes con una persona trabajadora 
independiente de plataformas digitales de reparto. 
Persona trabajadora independiente de plataforma 
digital de servicios de reparto: persona física que 
presta servicios de reparto en calidad de persona 
trabajadora independiente, y con ánimo de lucro, 
por medio de una plataforma digital de servicios, 
sean estos nacionales o extranjeros. La persona 
trabajadora independiente comercializa los 
servicios de reparto entre los restaurantes o 
comercios, y el usuario final en calidad de 
cliente. 

• ARTÍCULO 4 – Contenidos esencial del contrato 
a) Libre elección de tiempos de conexión. 
No obstante, por motivos de seguridad y salud 
pública, en ningún caso los tiempos de conexión 
podrán exceder las 12 horas diarias. 
b) Libre elección y posibilidad de asociarse o 
utilizar varias plataformas de reparto a la vez, sin 
condiciones de exclusividad. 
c) Información previa a aceptar solicitudes de 
reparto sobre las condiciones de remuneración y 
formas de pago. 
d) Información sobre el cumplimiento de normas y 
protocolos de salud ocupacional y prevención de 
accidentes. 
e) Verificación de que las personas trabajadoras 
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independientes de plataformas digitales de 
servicios de reparto estén inscritas como 
Trabajadores Independientes ante la Caja 
Costarricense del Seguro Social. 
f) Cobertura de un seguro de accidentes durante 
los servicios de reparto. 
Lo estipulado en este artículo no podrá ser variado 
en el contrato, o mediante una adenda, respecto a 
las garantías mínimas reconocidas en este 
artículo. 

• ARTÍCULO 5 – DERECHO A LA SEGURIDAD 
SOCIAL 
La Caja Costarricense del Seguro Social creará 
una nueva categoría de Trabajador Independiente 
a través de Plataformas Digitales. El formulario de 
afiliación y una declaración jurada serán requisitos 
suficientes para emitir la condición de 
aseguramiento en esta categoría. La declaración 
jurada también será documento probatorio para la 
suspensión de la condición de aseguramiento 
cuando corresponda. Lo anterior sin perjuicio de la 
verificación posterior sobre la exactitud de lo 
declarado que pueda hacer la Caja Costarricense 
del Seguro Social, según sus reglamentos 
internos. 

• ARTÍCULO 6 – Otras obligaciones de las 
plataformas digitales de servicios de reparto 
 
Es obligación de las plataformas digitales de 
servicios de reparto o intermediarias, sin perjuicio 
de la normativa, inscribirse ante la Dirección 
General de Tributación, para el pago de los 
impuestos establecidos por ley. 
 
En caso de tratarse de una plataforma digital 
constituida en el extranjero, la Dirección General 
de Tributación permitirá su inscripción bajo una 
categoría de contribuyente residente en el 
extranjero sin establecimiento permanente en el 
país. 

• La presente ley rige seis meses después de su 
publicación. 
 
TRANSITORIO ÚNICO - Hasta tanto la Caja 
Costarricense del Seguro Social no cumpla con lo 
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dispuesto en el artículo 5 de esta ley, no entrará 
en vigencia la obligación del inciso e) del artículo 
4 de esta ley. 
 
Para finalizar, consideran importante modificar los 
aspectos que fueron previstos, ya que, si el texto 
efectivamente se modifica en estos términos, 
Costa Rica tendría uno de los marcos regulatorios 
más modernos de América Latina. 

 
V) INFORME DE SERVICIOS TÉCNICOS AL-DEST- IIN -067-2020 
 
El Departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos presentó un informe el 
pasado 20 de octubre del 2020, sobre el texto base del expediente. El análisis que se 
desprende del documento permite tener certeza de la necesidad de regulación en Costa 
Rica y aporta legislación comparada que se ha desarrollado en varios países, 
especialmente los europeos. Para efectos de este dictamen, se incorporan extractos 
literales del informe que se detallan de la siguiente manera: 
 

I. ANÁLISIS SOCIAL.1 
 

CONTEXTO COSTARRICENSE ACERCA DE LAS PLATAFORMAS DIGITALES Y 
LAS ORGANIZACIONES DE TRABAJADORES SURGIDAS EN TORNO A ELLAS 
 
De acuerdo con una investigación que hizo esta asesoría existen en el país un 
conjunto de organizaciones de trabajadores que se han organizado en torno a las 
plataformas digitales. Es importante indicar que las personas que prestan sus 
servicios se dividen en dos grupos: los que prestan servicios de transporte de 
personas (UBER, DIDI, OMNi) y de servicios de envío de comida (UBER eats, 
Globo, Rappi).   
 
No existen en el país fuentes oficiales que informen sobre el número de personas 
que trabajen en los dos tipos de plataformas (transporte y comida) porque no está 
regulada y normalizada la operación de las plataformas digitales.  
 
Consultas hechas por esta asesoría a algunos dirigentes y trabajadores2 que 
prestan servicios en las plataformas, se estima que las plataformas de envíos de 
comida (Uber eats, Rapi, Globo) cuentan con la participación de treinta mil 
trabajadores. Labora una cantidad similar de hombres y mujeres. La forma de 
transporte utilizada es la motocicleta y la bicicleta, de las que diez mil trabajadores 
utilizan las bicicletas y veinte mil motocicletas. Se indica que muchos de los 
trabajadores carecen de seguro médico, las jornadas laborales promedio se 
extienden por doce horas. 

 
1 Este análisis fue realizado por el Área Socioambiental del Departamento de Servicios Técnicos. 
2 Consulta telefónica a Roberto Sánchez Moreno, Secretario General Organización de Repartidores 
Unidos, viernes 2 de octubre 2020.   
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Estas organizaciones surgen ligadas a la llegada de proveedores de servicios por 
medio de las plataformas anteriormente indicadas que operan en el país desde 
hace aproximadamente cinco años y que han empleado a un porcentaje importante 
de trabajadores costarricenses.  

 
La realidad nacional ha mostrado diversas señales sobre la precariedad laboral que viven 
los repartidores de plataformas digitales, tal es el caso Organización de Repartidores 
Unidos (ORU) que gestionó una reunión ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
(MTSS) con la empresa Glovo. Indican que dicha empresa no responde los correos, ni 
atiende llamados, tampoco se presenta a las reuniones conciliatorias.  
 
Gestiones ante el Ministerio de Salud y el Ministerio de Trabajo, posibilitaron que éste 
último le hiciera llegar a los representantes legales de cada empresa los reclamos del 
gremio. Indica la ORU que las empresas no tienen interés alguno en mejorar las 
condiciones laborales, cuestión que la dejan al descubierto de manera constante. 
 
No obstante, países miembros de la Unión Europea han desarrollado un amplio debate 
que ha dado como resultado legislación que protege a los repartidores de plataformas, 
tal y como lo describe el Informe de Servicios Técnicos;  
 

2.6.- Informe del Consejo Nacional del Trabajo y el Consejo Central de la Economía 
de Bélgica sobre digitalización y Economía Colaborativa  
 
Esta asesoría considera oportuno incluir en el informe del presente proyecto de ley 
lo que resolvió el Consejo Nacional del Trabajo y el Consejo Central de la Economía 
colaborativa de Bélgica, en el que se realiza un diagnóstico inicial de las 
consecuencias de ambos fenómenos, que expone observaciones de los 
interlocutores sociales (empresarios y trabajadores3) sobre el fenómeno de la 
digitalización y la economía colaborativa y sus consecuencias4.  
 
El informe destaca las oportunidades que ofrecen los avances tecnológicos en 
términos de empleo y crecimiento, aspectos que deben abordarse, como la brecha 
digital, los aspectos fiscales o sociales, la competencia leal con las empresas 
tradicionales y las nuevas formas de trabajo derivadas de estos avances 
tecnológicos. Estas innovaciones pueden conducir a un mayor crecimiento y 
empleo, pero su velocidad y escala también plantean una serie de cuestiones 
políticamente preocupantes.  
 

 
3 El Consejo Nacional del Trabajo y el Consejo Central de la Economía publicaron un importante informe 
sobre digitalización y economía colaborativa en el que se realiza un diagnóstico inicial de las 
consecuencias de ambos fenómenos, de acuerdo con el interés expresado por los interlocutores sociales 
del Grupo de los Diez en el marco del Acuerdo Interprofesional 2017-18. 
4 Informe sobre Relaciones Laborales (Bélgica)». Revista Actualidad Internacional Sociolaboral núm. 217. 
Puede consultarse en: http://www.empleo.gob.es/es/mundo/Revista/Revista217/148.pdf (última consulta: 
25/01/2018) 
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Esta asesoría señala algunos aspectos del Informe del Estado Belga que guardan 
una relación con la iniciativa de ley, en relación a si las plataformas colaborativas 
se enmarcan en una relación de trabajo remunerado.  Señala que para poder hablar 
verdaderamente de economía de plataformas colaborativas y de trabajo 
remunerado, es necesario que se reúnan los siguientes elementos:  

 
Los servicios prestados en el marco de las plataformas colaborativas son 
remunerados y tienen cierta regularidad. En las plataformas colaborativas se alquila 
un bien o se proporciona un servicio a cambio de una tarifa, lo que permite al 
proveedor de servicios obtener un beneficio. La búsqueda de beneficio por parte 
del proveedor particular de servicios permite también excluir del ámbito de la 
economía de las plataformas colaborativas algunas iniciativas, como pueden ser 
las que se ejecutan de forma voluntaria. 
 
La plataforma digital cobra una tarifa a los usuarios por el uso de la aplicación de 
Internet, que tiene por objeto obtener un beneficio. Esta aplicación de internet 
permite hacer coincidir oferta y demanda de los usuarios con el fin de vender 
servicios. Estas prácticas excluyen, por tanto, las plataformas de intercambio de 
servicios o productos ofrecidos a la comunidad, apoyados por voluntarios y creados 
y gestionados por organizaciones sin ánimo de lucro. 
 
Para el Consejo Nacional del Trabajo y el Consejo Central de la Economía 
colaborativa de Bélgica, hay una serie de consecuencias sobre la relación laboral 
que la legislación de ese país debe de considerar objeto de regulación.  
 
Nuevas formas de intermediación 
 
La economía colaborativa es también una nueva forma de intermediación, en la que 
uno de los actores está "desmaterializado". Esto plantea la cuestión de la naturaleza 
de las plataformas de colaboración y la necesidad de aclarar su estatuto jurídico y 
el papel de estos “intermediarios”. 
 
El tipo de relación contractual 
 
El modelo contractual de las plataformas colaborativas consiste generalmente en 
un “registro” a través de la página web o la aplicación de dicha plataforma. Este 
registro incluye los datos mínimos (apellido, nombre, correo electrónico, descripción 
o elección del servicio ofrecido...). Los términos utilizados por las plataformas 
colaborativas no se refieren al mundo del trabajo, sino más bien a “socios”, 
“miembros”, “anfitriones”, “conductores”.  
 
En cuanto a la organización del trabajo 
 
Relacionado con los límites del tiempo de trabajo, el Consejo se interroga si es 
necesario fijar las horas de trabajo mínimas y máximas, las franjas horarias y las 
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pausas. Y si deberían adoptarse medidas para limitar la obligación de estar 
disponible o accesible en todas las circunstancias.  
 
La aplicación de la normativa sobre el trabajo a tiempo parcial y la remuneración 
por horas extraordinarias también es un problema. 
 
En lo que respecta a las condiciones de trabajo 
 
Se plantea la cuestión del derecho a vacaciones anuales, días festivos y otros 
permisos, así como los derechos de maternidad o paternidad y la concesión de un 
período o de indemnizaciones compensatorias en lugar de preaviso. 
 
También son puntos de atención el derecho a impugnar las decisiones de la 
dirección, las evaluaciones de los usuarios, los despidos, el derecho a rechazar sin 
penalización el trabajo de última hora y la protección de la propiedad intelectual 
producida. 
 
Derecho colectivo de trabajo 
 
Los aspectos colectivos del derecho laboral se refieren, en particular, a la cuestión 
de cuál es la comisión paritaria competente y cómo organizar la información y la 
consulta de los trabajadores. De acuerdo con la legislación nacional Belga, muchas 
de las personas empleadas a través de plataformas colaborativas podrían quedar 
excluidas, en la práctica, de las estructuras de negociación colectiva y de la 
representación sindical (delegación sindical) y tampoco tendrían acceso a la 
negociación individual. 
 
Sin embargo, en algunos países, se observa la aparición de asociaciones de 
trabajadores de plataformas colaborativas. 
 
Caso UBER Barcelona  
 
Esta asesoría considera hacer referencia a las implicaciones de una petición de 
decisión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social de Barcelona en el asunto 
C-434/15, Asociación Profesional Elite Taxi contra Uber Systems Spain SL, en la 
que el Abogado General Szpunar examinó si los servicios prestados por Uber 
entraban o no en el ámbito del servicio de transporte y, como tales, exigían el 
cumplimiento de la normativa nacional pertinente. 
 
De acuerdo con los criterios de evaluación, el Abogado General Sr. Szpunar 
consideró que los servicios prestados por Uber formaban parte del servicio de 
transporte y, por lo tanto, exigían el cumplimiento de la normativa nacional en la 
materia 5. 

 
5 Si las conclusiones del Abogado General fueran seguidas por los jueces del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, esta jurisprudencia podría tener un fuerte impacto no solo en la plataforma Uber, dada la 



Expediente N° 21567         22 

 

Varios criterios permiten determinar la naturaleza de la actividad de la plataforma 
colaborativa: 
 
La vía (electrónica o no) a través de la cual se presta el servicio que da su 
significado económico a la prestación. 
 
La independencia económica de la actividad principal con respecto a la prestación 
de servicios electrónicos. Si la prestación depende de la vinculación de la 
plataforma con el proveedor del servicio y el usuario, la actividad no se considera 
económicamente independiente. 
 
El nivel de control o influencia ejercida por la plataforma sobre el proveedor del 
servicio es relevante. 
 
Este nivel de control o influencia puede determinarse sobre la base de un conjunto 
de criterios: 
 
La fijación por la plataforma del precio final 
 
La fijación de otras condiciones contractuales esenciales: instrucciones obligatorias 
para la prestación del servicio subyacente, requisitos mínimos de seguridad, que 
se traducen en requisitos previos, un control sobre la accesibilidad del servicio, 
sobre el comportamiento del prestador de servicios mediante un sistema de 
evaluación y sobre la posibilidad de su exclusión de la plataforma la propiedad de 
los principales medios utilizados para prestar el servicio subyacente 
 
La asunción de los costes y riesgos asociados a la prestación del servicio; 
 
La existencia de una relación laboral. 
 
2.7.- Consideraciones de esta asesoría sobre la iniciativa de Ley  
 
Tal y como lo expone el artículo 1, la presente ley tiene como objeto promover, 
regular, flexibilizar y formalizar las condiciones laborales que brindan las 
plataformas digitales de servicios de reparto para garantizar seguridad social a las 
personas trabajadoras, a través de las garantías sociales y jurídicas que el Estado 
provee.  
 
De lo anterior se extrae que la iniciativa regula, flexibiliza y formaliza el 
funcionamiento de las plataformas digitales de servicios de reparto, mediante el uso 
de aplicaciones móviles (o Apps) sea de bienes u otros a domicilio. Así como las 
condiciones laborales y seguridad laboral que dan las plataformas a las personas 
trabajadoras que laboran para ellas.  
 

 
regulación del sector del transporte que supondría, sino también en la economía de plataformas en su 
conjunto, debido a sus consecuencias potenciales sobre la cualificación de la relación laboral. 
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Si se toma esa definición y se aplica a la realidad categorizaría a las plataformas 
digitales de servicios de reparto que existen en el país, dedicadas a la entrega de 
comida o alimentos, como lo son Glovo, Uber eats, Rappi, y que recurren a la 
contratación de personas trabajadoras para hacer la entrega efectiva.  
 
Este tipo de plataformas digitales de servicios mediante el uso de App, serían la 
que caben en la definición establecida por el legislador.  
 
En ese sentido interesa retomar algunos datos expuestos por las organizaciones 
de repartidores que prestan sus servicios a las plataformas mediante el uso de 
aplicaciones móviles (Apps) en Costa Rica y que vale la pena exponer de nuevo.  
 
Las centrales de llamadas se encuentran deslocalizadas. 
 
Como se indicó anteriormente resulta casi imposible a las personas repartidoras 
establecer reclamos, debido a que las empresas del sector tecnológico no los 
atienden ya que los consideran simples “colaboradores” y no como trabajadores en 
el marco de relación laboral definida. Además, las empresas propietarias de las 
plataformas tecnológicas (señalan empresa de Glovo) están domiciliadas en 
España, lo cual hace imposible realizar cualquier tipo de queja. Si hay una protesta 
o queja de algún repartidor, las empresas se limitan a bloquear las cuentas de sus 
trabajadores, y evitan recibir sus demandas. 
 
Esta asesoría retoma lo que plantea el Consejo Económico y Social Europeo 
(CESE) indicado en este informe, sobre la necesidad del derecho a la negociación 
colectiva de los trabajadores del sector digital y suprimir los obstáculos que tiendan 
a excluir a esos trabajadores de la negociación colectiva y la representación 
sindical. 
 
Ausencia de inversión en las plataformas 
 
Como se indicó en este informe los principales obstáculos señalados por las 
personas que se dedican laborar para las plataformas tecnológicas, están la falta 
de inversión en las mismas que garanticen óptimas condiciones laborales. Por 
ejemplo, se cita carencia de techos para cubrirse de la lluvia, lugares adecuados 
para parquear las bicicletas y motos. Sumado a ello, se indica que son comunes 
los malos tratos que se reciben en los diferentes establecimientos.  
Las empresas de las plataformas tecnológicas le impiden al repartidor guardar los 
pedidos rechazados y devolverlos así estén en mal estado, con tal de no dejar la 
comida al repartidor.  
 
Presión sobre salario de la persona que labora como repartidora debe sufragar 
gastos  
 
Si bien el artículo 4 de la presente iniciativa que regula el contenido esencial del 
contrato, y establece en su inciso c) la obligación del contratista de mantener e 
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instalar los medios tecnológicos que correspondan para el adecuado desempeño 
de la persona trabajadora sin perjuicio de que los gastos comunes entre ambas 
partes relacionadas con el uso de tales herramientas, lo cierto es que los gastos en 
que incurre el trabajador de las plataformas excede la instalación  y el 
mantenimiento de los medios tecnológicos. 
 
Como lo indica la Organización de Repartidores Unidos, al salario que recibe el 
repartidor debe restarse el pago de seguro médico, seguro por riesgos de trabajo, 
el gasto en gasolina, aceite, instrumentos de higiene y seguridad, pagos de 
marchamo, pagos por peaje y parqueo.  
 
Incluso se informa que el trabajador debe pagar por el uso de la misma plataforma 
en el caso de Glovo y así como el cobro de los bolsos para trabajar.  
 
Como lo señala Ignasi Betrán (cuyo estudio es citado en este informe) los bajos 
salarios pueden forzar, además, la necesidad de prestar servicios en más de una 
plataforma (‘multijobbing’), con los riesgos que conlleva en términos de jornada, 
conciliación, seguridad y salud, etc. (y, también plantea cuestiones sobre la 
eventual previsión de reglas de permanencia o prohibición de concurrencia). 
 
Los trabajadores permanentemente conectados y los riesgos para la salud.  
 
La iniciativa de ley plantea en su artículo 4 también, inciso d) la obligación del 
contratista de informar sobre el cumplimiento de las normas y directrices 
relacionadas con la salud ocupacional y prevención de los riesgos de trabajo, según 
lo establecido en el ordenamiento jurídico vigente para esta materia. 
 
En la dirección en que lo plantea el inciso anterior, los trabajadores repartidores 
organizados indican un conjunto de medidas y exigencias presentadas a las 
empresas y al Ministerio de Trabajo, entre las que puede citar: a) combos de higiene 
y seguridad urgentes, b) aumentos de los pagos por viaje, c) reducción de peso en 
pedidos d) pagos urgentes, e) desbloqueo de cuentas, f) cese a las entregas en 
zonas peligrosas g) plataformas dignas h) servicio de soporte nacional y 
centralizado i) no más retención de pedidos, j) calificaciones para los restaurantes, 
y k) cese a la calificación de repartidores. 
 
Esta asesoría retoma lo expuesto por el Consejo Económico y Social Europeo en 
términos de garantías y derechos social que pueden complementar la iniciativa en 
estudio, expuestos en este informe, para garantizar una mejor conciliación entre 
vida profesional y vida privada para evitar los riesgos en la salud de los 
trabajadores:  
 
Fijar las horas de trabajo mínimas y máximas, las franjas horarias y las pausas. Y 
si deberían adoptarse medidas para limitar la obligación de estar disponible o 
accesible en todas las circunstancias.  
 



Expediente N° 21567         25 

 

La aplicación de la normativa sobre el trabajo a tiempo parcial y la remuneración 
por horas extraordinarias también es un problema. 
 
Derecho a vacaciones anuales, días festivos y otros permisos, así como los 
derechos de maternidad o paternidad y la concesión de un período o de 
indemnizaciones compensatorias en lugar de preaviso. 
 
El derecho a impugnar las decisiones de la dirección, las evaluaciones de los 
usuarios, los despidos, el derecho a rechazar sin penalización el trabajo de última 
hora. 
 
La relación entre plataformas y prestadores de servicio se resuelve por el trabajo 
autónomo. 
 
El artículo 4 que regula el contenido esencial del contrato establece en su inciso e) 
la responsabilidad del contratista de inscribir a las personas trabajadoras de 
plataformas digitales de servicios de reparto como Trabajadores Independientes 
ante la Caja Costarricense del Seguro Social. Además, el contratista deberá de 
asumir las cuotas que correspondan para la seguridad social de la persona 
trabajadora. 
 
Al respecto esta asesoría hace referencia a lo que literatura especializada en el 
estudio de las “economía colaborativa”, objeto de regulación de esta iniciativa. 
Indica que las propias plataformas se excluyen de la condición de empleadores, 
presentándose como “intermediarios tecnológicos” (market maker). Indican que 
suministran soporte técnico necesario para facilitar el intercambio entre el prestador 
del servicio y el cliente, lo que responde a una extrema externalización productiva 
y la asignación de tareas “autónomas”, la formalización de la relación entre las 
plataformas y los prestadores del servicio se está canalizando primordialmente a 
través del trabajo autónomo.  
 
El investigador español Ignasi Beltrán (cuya investigación se citó anteriormente) 
advierte de una nueva “huida” del Derecho del Trabajo, lo que implica una nueva 
segmentación en el mercado de trabajo en la que el recurso sistemático al empleo 
autónomo y a la atipicidad sea un factor predominante. Lo que pondrían en riesgo 
permanente al último eslabón de la cadena productiva. 
 
En ese mismo sentido esa asesoría hace referencia a la propuesta de revisión de 
la Directiva 91/533/CEE del Consejo, de 14 de octubre de 1991, relativa a la 
obligación del empresario de informar al trabajador acerca de las condiciones 
aplicables al contrato de trabajo o a la relación laboral (Directiva sobre la 
información por escrito), responde a la necesidad de dar respuesta a estas nuevas 
formas de empleo.  
 
El contenido de esta revisión prevé la mejora de la información que el empresario 
debe suministrar a los trabajadores sobre las condiciones laborales y de empleo, 
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sus derechos y su relación laboral. Además, prevé un conjunto de condiciones 
mínimas que serían extensibles a los prestadores de servicios a través de 
plataformas que sean calificables como “trabajadores”. 
 
Definir el tipo de relación contractual claramente 
 
Como lo sostiene el Consejo Nacional del Trabajo y el Consejo Central de la 
Economía colaborativa de Bélgica, el modelo contractual de las plataformas 
colaborativas consiste generalmente en un “registro” a través de la página web o la 
aplicación de dicha plataforma. Este modelo contractual es el mismo que utilizan 
las plataformas digitales mediante uso de App que operan en Costa Rica. 
 
Este registro incluye los datos mínimos (apellido, nombre, correo electrónico, 
descripción o elección del servicio ofrecido...). Los términos utilizados por las 
plataformas colaborativas no se refieren al mundo del trabajo, sino más bien a 
“socios”, “miembros”, “anfitriones”, “conductores”.  

 
VI. ASPECTOS DE TRÁMITE LEGISLATIVO 
 
Votación. 
  
De conformidad con el artículo 119 constitucional, este proyecto de ley necesita para su 
aprobación de la mayoría absoluta de los votos presentes. 
 
Delegación  
 
El Proyecto de Ley es delegable en una Comisión con Potestad Legislativa Plena, por no 
estar dentro de las excepciones del artículo 124 de la Constitución Política.  
 
Consultas 
 
Obligatorias 
 
Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS). 
Corte Suprema de Justicia (legislación tipificada) 
Instituto Nacional de Mujeres (Inamu) 
 
Facultativas 
 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Procuraduría General de la República. 
Defensoría de los Habitantes 
ACOPLATEC (Asociación de Conductores de Plataformas Tecnológicas para la 
Movilidad) 
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APRIMOTEC6 (Asociación Privada de Movilidad Tecnológica) 
 
VII) CONSIDERACIONES DE FONDO 
 
El proyecto de ley es una respuesta ante las diversas necesidades que requieren las 
personas repartidoras de plataformas digitales pues sus condiciones laborales cumplen 
con características de desigualdad, nula capacidad de comunicación, subordinación en 
los contratos de trabajo, incluso los elementos básicos de salud ocupacional no son 
atendidos ni siquiera para cubrir seguros ante accidentes. Por otra parte, la inseguridad 
jurídica también afecta a las plataformas; por esta razón, el texto sustitutivo crea 
condiciones que propician un ambiente económico adecuado para que este segmento 
de negocios continúe ofreciendo empleos y dinamismo económico, respetando 
condiciones mínimas para los trabajadores.  
 
Los miembros de la Comisión Permanente de Asuntos Económicos, con el fin de cumplir 
con lo establecido en el artículo 80 del Reglamento de la Asamblea Legislativa y por 
razones de oportunidad y conveniencia, emitimos el presente Dictamen Afirmativo de 
Mayoría. 
 
VIII) RECOMENDACIÓN FINAL 
 
De conformidad con lo expuesto y tomando en consideración aspectos técnicos, de 
oportunidad y conveniencia, los suscritos diputados y diputadas de la Comisión de 
Asuntos Económicos rinden el presente Dictamen Afirmativo de Mayoría sobre el 
proyecto” LEY DE PROTECCIÓN DE LA PERSONA TRABAJADORA PARA 
PLATAFORMAS DIGITALES DE SERVICIOS DE REPARTO”, EXPEDIENTE N° 21567, 
(Originalmente denominado: LEY DE PROTECCIÓN DE LA PERSONA         
TRABAJADORA DE PLATAFORMAS DIGITALES DE SERVICIOS, MEDIANTE 
ADICIÓN DE UN NUEVO CAPÍTULO XII AL TÍTULO II DEL CÓDIGO DE TRABAJO, 
LEY N.° 2, DE 27  DE AGOSTO DE 1943, Y SUS REFORMAS) iniciativa de la Diputada 
Paola Vega, se recomienda al Pleno Legislativo su aprobación.   

 
6APRIMOTEC. Inicio. (Página de Facebook). Recuperado 18 de julio de 2018. 

https://www.facebook.com/aprimotec/.  

https://www.facebook.com/aprimotec/


Expediente N° 21567         28 

 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
 

DECRETA 
 
 

LEY DE PROTECCIÓN DE LA PERSONA TRABAJADORA PARA 
PLATAFORMAS DIGITALES DE SERVICIOS DE REPARTO 

 
 

ARTÍCULO 1 - Objeto. 

La presente ley tiene como objeto promover, regular, flexibilizar y formalizar las 

condiciones laborales que brindan las plataformas digitales de servicios de reparto para 

garantizar seguridad social a las personas trabajadoras, a través de las garantías 

sociales y jurídicas que el Estado provee.  

ARTÍCULO 2 - Ámbito de aplicación 

Las disposiciones de la presente ley y su reglamento aplicarán al Estado y demás entes 

públicos competentes a los efectos de regular la actividad de los sujetos destinatarios y 

así garantizar la seguridad social de las personas trabajadoras para plataformas digitales 

de servicios, y a las personas intermediarias que ejecutan el servicio correspondiente.  

ARTÍCULO 3 - Definiciones 

Para los efectos de la presente ley se entiende lo siguiente: 

a) Servicios de reparto: actividad lucrativa de intermediación entre una persona o 

comercio que tiene por finalidad entregar bienes u otros a domicilio. 

b) Plataformas digitales de servicios de reparto o intermediarias: se entiende por 

plataforma digital de servicios toda persona física o jurídica que ofrece sus prestaciones 

comerciales al público consumidor mediante una infraestructura digital cuyo propósito 

sea organizar y controlar, por medio de algoritmos, la realización de sus servicios 

ofertados, conectando a los clientes solicitantes con una persona trabajadora de 

plataformas digitales de reparto. Estas podrán estar domiciliadas o no en Costa Rica. 

c) Persona trabajadora de plataforma digital de servicios de reparto: persona física que 

de manera habitual o permanente y con ánimo de lucro, se dedica a la prestación de 

servicios de reparto por medio de una plataforma digital de servicios, sean estos 

nacionales o extranjeros. La persona trabajadora comercializa los servicios de reparto 

mediante la intermediación entre la plataforma digital de servicios de reparto y el usuario 

final. 
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ARTÍCULO 4 - Contenido esencial del contrato 

En virtud de la dinámica propia de la actividad ofertada, la plataforma digital de servicios 

de reparto en calidad de contratista deberá acordar al menos las siguientes condiciones 

del contenido contractual: 

a) Modalidades de jornada laboral con la persona trabajadora, de modo que esta última 

pueda proponer en qué momento y cuántas horas al día se conectará con la 

infraestructura digital.  No obstante, por motivos de seguridad y salud pública, en ningún 

caso podrán pactarse jornadas de trabajo que excedan las doce horas diarias. 

b) Remuneración y formas de pago. 

c) Obligación del contratista de mantener e instalar los medios tecnológicos que 

correspondan para el adecuado desempeño de la persona trabajadora sin perjuicio de 

que los gastos comunes entre ambas partes relacionadas con el uso de tales 

herramientas se pacten con precisión y razonabilidad desde el inicio de la relación; 

consecuentemente, toda persona colaboradora tendrá el derecho de ser debidamente 

capacitada e instruida respecto al equipo técnico puesto a su disposición. 

d) Obligación del contratista de informar sobre el cumplimiento de las normas y 

directrices relacionadas con la salud ocupacional y prevención de los riesgos de trabajo, 

según lo establecido en el ordenamiento jurídico vigente para esta materia. 

e) Responsabilidad del contratista de inscribir a las personas trabajadoras de plataformas 

digitales de servicios de reparto como Trabajadores Independientes ante la Caja 

Costarricense del Seguro Social. Además, el contratista deberá de asumir las cuotas que 

correspondan para la seguridad social de la persona trabajadora. 

Lo estipulado en este artículo no podrá ser variado en el contrato o adenda de trabajo, 

siempre y cuando lo estipulado no sea en perjuicio de las personas trabajadoras, 

respecto a los derechos y las garantías mínimas reconocidas en este artículo, ni 

contravengan los derechos contenidos en la Ley N.° 2, Código de Trabajo, de 27 de 

agosto de 1943, y demás legislación laboral, ni varíen lo relacionado con derechos 

irrenunciables. 

ARTÍCULO 5 - Garantías sociales comunes.   

En cualquier caso, toda persona trabajadora de plataformas digitales de servicios se 

beneficiará por igual de todos los derechos fundamentales reconocidos por el 

ordenamiento en lo que corresponde a la figura de Trabajador Independiente o en cuenta 

cualquier avance legislativo o constitucional en materia de seguridad social y salud 

ocupacional. De esta manera, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la Caja 

Costarricense del Seguro Social velarán el cumplimiento de estas disposiciones. 

ARTÍCULO 6 – Otras obligaciones de las plataformas digitales de servicios de reparto 
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Son obligaciones de las plataformas digitales de servicios de reparto o intermediarias, 

sin perjuicio de la normativa que les sea aplicable, las siguientes: 

a) Inscribirse ante la Dirección General de Tributación, para el pago de los impuestos 

establecidos por ley. 

b) Facilitar la información requerida, por instituciones del Estado, sobre la plataforma 

digital de servicio de reparto que se ofrece para disfrute en el territorio nacional. Bajo 

ningún fundamento se podrá violar el principio de confidencialidad de la información para 

los prestatarios, amparado por convenios internacionales o por otra legislación existente. 

Dicha información responderá a la necesidad de garantizar una mayor seguridad 

ciudadana, investigaciones judiciales, justicia tributaria y equilibrio fiscal del Estado 

costarricense.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS  

TRANSITORIO ÚNICO- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de 

tres meses, contado a partir de su publicación en La Gaceta. 

 
Rige a partir de su publicación. 
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DADO EN LA SALA DE SESIONES DEL ÁREA DE COMISIONES LEGISLATIVAS V, 
EN SAN JOSÉ, A LOS TRES DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO DOS MIL 
VEINTE. 
    
  
 
 
  
Roberto Hernán Thompson Chacón                             Luis Ramón Carranza Cascante 

 
 
 
 
 

Ana Karine Niño Gutiérrez                                             Daniel Isaac Ulate Valenciano 
 
 
 
 

 
Floria María Segreda Sagot                                                    Erick Rodríguez Steller 

 
 
 
 
 

 
Pablo Heriberto Abarca Mora                                       Paola Viviana Vega Rodríguez 

   
  
  
 
 

Pedro Miguel Muñoz Fonseca 
DIPUTADAS Y DIPUTADOS 
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Parte expositiva: Luis Murillo González 
Parte dispositiva: Nancy Vílchez Obando 
Confrontado y leído: nvo/ lsc 


